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―  Crear de forma inminente la Comisión Interadministrativa del ‘‘Centenario de la 
exposición hispanoamericana de 1929 de Sevilla’’ para coordinar los actos conmemorativos, 
estando representadas las instituciones públicas y privadas correspondientes, retomando 
los objetivos de intercambio cultural y fraternidad y solidaridad con los países participantes, 
apoyando económicamente las actividades que se realicen y proponiendo la presidencia 
de dichos actos a sus Majestades los Reyes de España.

―  Reforzar la proyección internacional de estos actos conmemorativos impulsando a 
través de la dirección del Instituto Cervantes y de la AECID una agenda con iniciativas de 
promoción y difusión de la cultura compartida, especialmente en los países 
iberoamericanos, facilitando a estos la participación de los distintos actos conmemorativos.

―  Involucrar al Archivo de Indias en los actos conmemorativos con una exposición 
sobre la efeméride ‘‘Centenario de la exposición hispanoamericana de 1929 de Sevilla’’.

―  Involucrar, a través del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y 
Cooperación, al cuerpo consular en la celebración de la efeméride a través de una agenda 
de actos, reforzando los lazos con los países participantes, especialmente a través de la 
diplomacia cultural en organismos internacionales donde España sea parte, como 
la Organización de Estados Iberoamericanos, la Secretaría General Iberoamericana, o el 
Organismo Internacional de Juventud para Iberoamérica.

―  Desarrollar, en colaboración con el Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea 
y Cooperación, las acciones que permitan difundir en Iberoamérica los actos 
conmemorativos con los países invitados, así como la participación activa de los mismos 
evocando los mismos valores de intercambio cultural, hermanamiento y solidaridad.

―  Impulsar desde el Ministerio de Universidades el catálogo de estudios, tesis y 
análisis sobre la exposición de 1929, organizando unas jornadas universitarias al respecto.

―  Impulsar desde la Biblioteca Nacional de España una exposición sobre ‘‘100 años 
de la exposición hispanoamericana de 1929 de Sevilla’’.

―  Elaborar, en colaboración con el Ministerio de Educación, Formación Profesional y 
Deportes y las Comunidades Autónomas, programas didácticos para incorporar la 
efeméride en las actividades educativas.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 21 de marzo de  2024.—María Soledad 
Cruz-Guzmán García, Eduardo Carazo Hermoso, Borja Sémper Pascual, Marta González 
Vázquez, Carlos Aragonés Mendiguchía, Manuel García Félix, Jaime Miguel de los Santos 
González, José Alberto Herrero Bono, Héctor Palencia Rubio, Julia Parra Aparicio, 
Sandra Pascual Rocamora, Nacho Martín Blanco y Óscar Clavell López, Diputados.—
Miguel Tellado Filgueira, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

162/000179

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 193 y siguientes del vigente Reglamento del Congreso de los Diputados, presenta 
la siguiente Proposición no de Ley para la protección de los menores en el entorno digital, 
para su debate en Pleno.

Exposición de motivos

El acceso de menores a contenido inapropiado en el entorno digital es una 
preocupación creciente para las familias y la sociedad en general por las consecuencias 
que acarrea: desde daños psicológicos y emocionales hasta el desarrollo de 
comportamientos peligrosos, socialmente inapropiados o dañinos para su salud física, 
incluyendo situaciones de abuso, coerción o explotación sexual y adicción a las propias 
redes sociales y a los juegos y apuestas online.
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Según el XIII Barómetro de las Familias en España de la Fundación ‘The Family 
Watch’, la edad media en la que los hijos reciben su primer teléfono móvil ha aumentado 
a trece años en 2023, en comparación con doce años en 2022. Sin embargo, la percepción 
del riesgo asociado al uso de redes sociales entre los más jóvenes ha disminuido 
ligeramente, aunque sigue siendo alta. Los riesgos percibidos incluyen la exposición de la 
propia imagen o de datos personales, la incapacidad de filtrar contenidos, cambios en la 
autoestima, aislamiento social y exposición al ciberacoso. El 58 % de los jóvenes ha 
experimentado situaciones de soledad y el 35 % reconoce consumir ansiolíticos. A esto se 
une el estrés que les genera las redes sociales (38 %), seguido por el acoso escolar (35 %) 
y la inseguridad emocional (29,5 %).

Las familias son consideradas como actores principales en la reducción de estos 
impactos, pero en 2023 ha aumentado considerablemente el porcentaje de familias que 
consideran clave la actividad legislativa en este aspecto (21 %).

UNICEF España revela datos preocupantes en su informe Impacto de la tecnología en 
la adolescencia. Relaciones, riesgos y oportunidades. El 26,8 % de los adolescentes 
participaron en sexting pasivo y un 8 % en sexting activo, con un 11.4 % reportando haber 
sufrido presiones para practicarlo. En cuanto al grooming, el 57.2 % de los adolescentes 
aceptó en redes sociales a personas desconocidas, el 21,5 % se reunió en persona con 
desconocidos y un 9,8 % recibió proposiciones sexuales de un adulto. Además, la tasa de 
victimización de acoso escolar alcanza el 33,6 % y la de ciberacoso el 22,5 %, siendo las 
chicas más propensas a ser víctimas y los chicos más frecuentemente agresores. Estos 
datos destacan la necesidad de mayor educación y medidas de protección para los 
jóvenes en el entorno digital.

Por otro lado, los deepfakes son representaciones audiovisuales manipuladas con 
inteligencia artificial para hacer parecer que una persona está diciendo o haciendo algo 
que en realidad no ha dicho ni hecho. En España, el caso más notorio de deepfakes, 
mediante la suplantación de identidad de menores, fue el de Almendralejo. Imágenes y 
vídeos de menores fueron manipulados para crear contenido inapropiado, lo que resultó 
una gran preocupación tanto para las familias afectadas como para las autoridades. Este 
incidente puso de manifiesto los riesgos asociados con los deepfakes, especialmente 
cuando se utilizan para crear material que puede dañar la reputación y la integridad de los 
individuos, y en particular, de los menores de edad.

Según Save the Children, la edad media del primer contacto sexual es a los doce años 
y un 45 % de menores de trece años declara haber tenido acceso a la pornografía.

El uso cada vez más frecuente de las tecnologías de información y comunicación y, en 
concreto, del teléfono móvil desde edades cada vez más tempranas se encuentra, 
asimismo, detrás del acoso escolar. El ciberacoso o ciberbullying consiste en utilizar el 
correo electrónico, el teléfono móvil o las redes sociales para acosar, denigrar u hostigar a 
un menor por parte de otra persona o de un grupo de personas. El informe de UNICEF 
detalla una tasa de victimización de acoso escolar del 33,6 % y de ciberacoso del 22,5 %. 
Es relevante mencionar que las chicas presentan mayores porcentajes de ser víctimas y 
los chicos de ser agresores.

En este sentido, el ciberacoso es una de las causas más comunes que están detrás del 
aumento de suicidios entre niños y adolescentes en nuestro país. Si en 2021 preocupaba el 
alto número de suicidios infantiles (veintidós niños y niñas menores de 15 años se quitaron 
la vida, frente a los  13 de  2022), en  2022 llama la atención al aumento del suicidio 
adolescente (de 15 a 19 años), según el último informe del Observatorio del Suicidio 
en España.

El Defensor del Pueblo, en su Informe Anual 2022, aboga, en relación con el acoso 
escolar, por evitar actuaciones burocratizadas dirigidas a registrar los casos detectados y 
delimitar responsabilidades y considera prioritario que toda la comunidad educativa se 
implique en la prevención de estas situaciones.

Otro riesgo preocupante es el relacionado con los juegos y las apuestas online que no 
se permiten a menores de edad, pero a los que acceden igualmente. Según estima Unicef, 
más de 70.000 estudiantes de ESO han apostado dinero, alguna vez, a través de Internet. 
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En el estudio de prevalencia de juego 2022-2023, presentado por el entonces Ministerio de 
Consumo, uno de cada diez jóvenes de dieciocho a veinticinco años que entra en un salón 
de juego o realiza una apuesta online acabará desarrollando un problema de ludopatía. En 
cuanto a los menores, que tienen vetado el acceso a este tipo de actividad, el riesgo se 
deriva a los videojuegos y sus loot box o «cajas botín», donde deben pagar para conseguir 
ventajas en los juegos. No hay que olvidar que los menores pueden acceder online a 
multitud de contenidos perjudiciales para su desarrollo personal: imágenes o vídeos 
perturbadores, modas que promueven valores negativos, riesgos para la salud o las 
informaciones falsas que circulan por la red.

El modelo de Internet actual ha generado inmensas compañías tecnológicas a nivel 
global, cuyas decisiones empresariales y no sometidas a ningún control democrático 
afectan a miles de millones de personas diariamente. Sus aplicaciones tienen la capacidad 
técnica y la obligación legal de desempeñar un papel fundamental para la disminución del 
acceso de los menores de edad al contenido restringido para adultos, reduciendo así los 
riesgos explicados anteriormente.

II

La Unión Europea ha aprobado, en los últimos años, la Directiva de servicios de 
comunicación audiovisual, la Estrategia Europea para una Internet Mejor para los Niños 
(BIK+) y los dos Reglamentos sobre mercados y servicios digitales (DMA y DSA, por sus 
siglas en inglés), que buscan erradicar o limitar los abusos que se producen en el ámbito 
digital en términos de poder de mercado o de privacidad de los datos y seguridad de los 
usuarios. También incluyen medidas de verificación de la edad y el consentimiento paterno, 
así como un diseño adaptado a la edad de los servicios digitales. Además, el Parlamento 
Europeo ha dado luz verde a otro Reglamento para prevenir el abuso sexual de menores 
en Internet (CSAM, por sus siglas en inglés) que pretende acotar y poner fin a este 
problema creciente en las sociedades europeas. No obstante, los riesgos asociados a los 
menores en Internet son muy amplios y merecen una aproximación específica.

En Europa se ha encendido la luz de alarma y España no puede permanecer ajena. 
Países como Alemania, Francia o Reino Unido se han comprometido a impulsar iniciativas 
globales para reforzar la protección online de los menores y garantizar un entorno digital 
seguro para los menores.

La Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) y la Comisión Nacional de 
Mercados y Competencia (CNMC) han apoyado la propuesta de pacto de Estado para la 
protección de los menores en Internet y en las redes sociales que firmaron, entre otras, las 
siguientes asociaciones en 2022: Asociación Europea para la Transición Digital, Save The 
Children, Fundación ANAR, iCMedia, Dale Una Vuelta y Unicef. En la actualidad, ya supera 
el centenar de adhesiones de entidades públicas y privadas; entre ellas las de la Fiscalía 
General del Estado, el Consejo Audiovisual de Andalucía, Fundación Atresmedia y 
Fundación Mujeres.

Entre las medidas que afectan a la CNMC, se encuentra la número 13, que exige 
«limitar el acceso a contenidos inadecuados (entre otros, la verificación de edad, el 
etiquetado inteligente o el establecimiento de un marco legal de rendición de cuentas para 
los directivos responsables de las plataformas de intercambio de vídeos y distribuidores de 
contenido que incumplan con la obligación de verificación de edad)». También le afecta la 
número 15, que menciona el «refuerzo de medios para las instituciones públicas con 
competencias en la protección de los derechos de la infancia y adolescencia en el ámbito 
digital, entre ellas, la CNMC, y la creación de un grupo de trabajo específico sobre el 
ámbito digital dentro del Observatorio de la Infancia».

Parece razonable que las compañías tecnológicas dominantes estandaricen de 
manera efectiva las restricciones de edad para asegurar la consistencia de los criterios de 
acceso y restricciones definidas por las aplicaciones, teniendo en cuenta que tienen la 
capacidad técnica suficiente y probada para prevenir o, al menos, dificultar más y mejor el 
acceso de los menores a aplicaciones restringidas para adultos. Sin embargo, la extrema 

cv
e:

 B
O

C
G

-1
5-

D
-1

17



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
Serie D  Núm. 117	 5 de abril de 2024	 Pág. 24

facilidad de estos para sortear este tipo de controles pone en duda que se estén utilizando 
los recursos necesarios y convenientes.

III

La seguridad de la infancia y la juventud en el entorno digital constituye una 
preocupación de gran importancia para el Partido Popular y se ha traducido en diferentes 
hitos:

1.  En mayo  2021, el Congreso de los Diputados, a instancias de este Grupo 
Parlamentario, aprobó una Proposición no de Ley sobre la protección de los derechos 
digitales y protección del menor en España, con el voto en contra del Grupo Socialista.

2.  En marzo de 2023, también se aprobó una moción consecuencia de interpelación, 
sobre políticas desarrolladas en el ámbito educativo para la prevención, detección y 
atención a los problemas de salud mental y conducta suicida, ante el alarmante incremento 
de casos, instando al Gobierno a convocar con carácter urgente la elaboración de un plan 
integral para abordarlo. En este sentido, el Partido Popular ha avanzado en la regulación 
de los currículos de Educación Primaria y Secundaria en materia de digitalización, pero 
debe seguir trabajando en el establecimiento de medidas de prevención y protección de 
los riesgos asociados a un uso inadecuado e inseguro de las tecnologías digitales, el 
abuso en los tiempos de conexión y de todo aquello que suponga una amenaza para el 
bienestar físico y mental del alumnado.

3.  En mayo de 2023, el Grupo Parlamentario Popular organizó una «Jornada para la 
protección del menor en Internet», conocedor del tremendo impacto que el acceso de los 
menores a contenidos inapropiados está provocando en ellos con efectos absolutamente 
preocupantes. En la misma, participaron organizaciones del sector digital y otras que 
desde el ámbito jurídico o social están trabajando en este ámbito con el objetivo de 
analizar, denunciar y ayudar a menores, en muchas ocasiones víctimas de los contenidos 
inapropiados en el entorno digital. Del análisis de las conclusiones de estas Jornadas, el 
Grupo Popular registró, ese mismo mes, la creación de una Subcomisión sobre la 
protección de los menores en Internet, en el seno de la Comisión de Derechos de la 
Infancia y la Adolescencia, que coincidió con la disolución de las Cortes y la convocatoria 
de elecciones generales en julio de 2023.

4.  Por su parte, en octubre de 2023, el Grupo Popular en el Senado aprobó, de 
nuevo con el voto en contra del Grupo Socialista, una moción por la que se insta al 
Gobierno a la adopción de diversas medidas para proteger a los menores en el entorno 
digital.

5.  El 18 de enero, el Grupo Popular registró, en el seno de la Comisión de Juventud 
e Infancia, una solicitud de creación de una Subcomisión sobre la protección de los 
menores en el entorno digital, más allá del porno, transparente y pública para valorar los 
términos de esa nueva normativa. Una semana después, el presidente anunció la creación 
de un comité de expertos para la generación de un «entorno digital seguro para la juventud 
y la infancia». Con respecto a esta cuestión, el Partido Popular considera poco ambiciosa 
la propuesta del Gobierno sobre crear un comité de expertos, exclusivamente, para 
abordar la estrategia de control de acceso a porno y exige que los miembros estén elegidos 
de forma consensuada.

El Partido Socialista, durante el Gobierno de Sánchez, se ha caracterizado por 
mantener una postura reticente a apoyar las iniciativas presentadas por el Partido Popular, 
incluso cuando estas poseen un carácter más ambicioso que las suyas propias. Esta 
actitud previa de rechazo sistemático a las propuestas del partido más votado por los 
españoles, independientemente de su contenido o alcance, ha contribuido a la creación de 
un entorno en el cual la colaboración y el diálogo se han visto considerablemente limitados. 
No obstante, el Partido Popular continuará manifestando su compromiso con el diálogo y 
el consenso, particularmente en asuntos de suma importancia como la protección de los 
menores en el entorno digital.
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IV

El anuncio, por parte del Gobierno, de la aprobación de una nueva Ley integral para la 
protección de los menores en internet ha causado cierta sorpresa, puesto que ya existen 
leyes españolas y europeas en vigor que regulan esta materia y otras más que van a 
aprobarse, próximamente, por la Unión Europea. Por tanto, no puede decirse que haya un 
vacío legal y, a continuación, se detalla la legislación vigente:

―  La Ley Orgánica de protección integral a la infancia y la adolescencia frente a la 
violencia (aprobada el 4 de junio de 2021) ya contempla, en su artículo 46, que «Las 
administraciones públicas fomentarán la colaboración con el sector privado, para… una 
mayor estandarización en el uso de la clasificación por edades y el etiquetado inteligente 
de contenidos digitales». También dice: «las administraciones públicas fomentarán la 
implementación y el uso de mecanismos de control parental, así como los mecanismos de 
denuncia y bloqueo» y fomentarán códigos sectoriales de autorregulación y convenios de 
corregulación con la industria, así como mecanismos de control parental de los contenidos 
y protocolos de verificación de edad.

―  La nueva Ley General de Comunicación Audiovisual (de 7 de julio de 2022), que 
traspone o incorpora al ordenamiento español la Directiva europea de servicios de 
Comunicación Audiovisual (de  14 de noviembre de  2018), tiene entre uno de sus 
principales objetivos extender la protección del menor que ya existía frente a contenidos 
televisivos a los contenidos audiovisuales de plataformas digitales. Consagra como 
principios generales de la comunicación audiovisual, entre otros: la Autorregulación 
(artículo 12), la Corregulación (artículo 14) y los Códigos de conducta (artículo 15), así 
como medidas para la protección de los usuarios y de los menores frente a determinados 
contenidos audiovisuales (artículo 89), como la calificación de contenidos, verificación de 
edad, control parental… Asimismo, contempla como infracciones muy graves los 
incumplimientos de las obligaciones de tomar las medidas necesarias para la protección 
de los menores; especialmente, las que impidan el acceso a escenas que contengan 
violencia gratuita o pornografía (artículo 157) y prevé una sanción de hasta el 3 % de los 
ingresos del ejercicio anterior, con un máximo de 1.500.000 euros.

―  El Reglamento de Servicios Digitales (DSA), de 19 de octubre de 2022, dentro de 
las disposiciones adicionales aplicables a los prestadores de plataformas en línea, incluye 
unas obligaciones de protección de los menores en línea (artículo 28) y, dentro de las 
medidas específicas para la reducción de riesgos (artículo 35), cita las herramientas de 
comprobación de la edad y de control parental. Contempla la designación de las 
autoridades competentes y coordinadores de servicios digitales (artículo 49) en cada 
Estado miembro para la supervisión de plataformas en línea y la aplicación del Reglamento, 
así como la puesta en marcha de unos órganos de Resolución extrajudicial de litigios 
(artículo 21), certificados por coordinador nacional de servicios digitales. Por último, 
respecto a las Sanciones (artículo 52) dice: «Los Estados miembros establecerán el 
régimen de sanciones aplicables a cualquier infracción del presente Reglamento», con la 
única indicación de que el importe máximo de las multas que puedan imponerse sea 
del 6 % del volumen de negocio mundial, en el año anterior, de la plataforma en línea.

V

En conclusión, aunque por los anuncios y noticias de estas últimas semanas pudiera 
parecer que el Consejo de Ministros va a aprobar una nueva Ley de protección integral de 
los menores en internet para impedir el acceso fácil de estos a la pornografía, no es así. 
Simplemente, se va a estudiar y aprobar un Informe sobre protección integral de menores 
frente al acceso a la pornografía en internet.

Pero, además, carece de lógica impulsar la elaboración de dicha ley (en especial, 
frente al acceso a la pornografía), cuando ya existen leyes vigentes que regulan esta 
cuestión. En todo caso, sería pertinente ampliar la regulación de algunos aspectos, que 
han quedado sin desarrollar y aplicar.
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En cuanto a las herramientas o aplicaciones para impedir el acceso de los menores a 
contenidos, en lugar de exigir a la Administración que las cree, habría que trabajar de la 
mano del sector para establecer unos estándares obligatorios, teniendo en cuenta el nuevo 
Reglamento de Identificación electrónica (elDAS2). Por otro lado, además de las 
herramientas de verificación de edad, es muy importante que también se impulsen 
estándares para el desarrollo de herramientas de etiquetado inteligente de contenidos (con 
descriptores y prescriptores). La verificación de la edad no tiene sentido sin una calificación 
previa del contenido y una recomendación por edades.

Por último, es fundamental abordar la importancia a la educación, la prevención y la 
concienciación, mediante la formación a los padres, profesores y profesionales de la salud 
en la materia, respetando siempre el derecho del menor al acceso a la información y a la 
educación digital. También se debe abordar el problema de la manipulación de contenidos 
con inteligencia artificial y elaborar un plan de lucha contra las adicciones en la infancia y 
la adolescencia, con atención especial a las adicciones tecnológicas.

Los expertos advierten de la imprescindible interlocución que debe existir entre 
familias, comunidad educativa y empresas tecnológicas para dar respuestas eficaces a un 
problema tan serio y, al mismo tiempo, tan complejo, que involucra a tantos actores 
diferentes. Estamos convencidos de que se podrá prevenir si se actúa con convicción y de 
forma coordinada.

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Popular presenta la siguiente

Proposición no de Ley

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a impulsar las siguientes medidas:

1.  Analizar la legislación actualmente vigente y las políticas públicas de las diferentes 
administraciones sobre protección de los menores en el entorno digital y evaluar su 
aplicación, así como los resultados obtenidos y los no alcanzados por falta de aplicación 
y/o dotación de medios.

2.  Reformar los Estatutos de la Comisión Nacional de los Mercados y de la 
Competencia (CNMC), que ya ha anunciado el Gobierno será el Coordinador de Servicios 
Digitales, para dotarle de las competencias adecuadas y asegurar una supervisión efectiva 
y coherente del entorno digital en España, conforme a las directrices europeas.

3.  Dotar a la CNMC de más recursos (presupuestarios, técnicos y humanos) como 
organismo supervisor y sancionador, puesto que la mayoría de las leyes de ámbito digital 
ya les exige una responsabilidad (Ley de telecomunicaciones, Ley de Ciberseguridad 5G, 
Ley de Comunicación audiovisual, DSA, DMA…).

4.  Exigir procedimientos de verificación de edad eficaces y de confianza, en la línea 
de los certificados electrónicos del Reglamento europeo elDAS2.

5.  Establecer sistemas de reporte accesibles y efectivos para que los usuarios 
puedan denunciar contenido inapropiado, así como contar con un equipo de moderación, 
capacitado para actuar rápidamente ante estas denuncias.

6.  Impulsar el desarrollo de marcos regulatorios y tecnológicos, con medidas 
legislativas y administrativas que garanticen la protección de los derechos fundamentales 
de los menores en el entorno digital, incluyendo la privacidad y la seguridad de sus datos.

7.  Promover mecanismos de colaboración con las grandes empresas tecnológicas y 
plataformas de contenidos para posibilitar el control del acceso de los menores a Internet, 
utilizando algoritmos y procedimientos que permitan verificar los requisitos exigibles para 
la autenticación fiable y la protección de datos.

8.  Evaluar el contexto actual de los menores en el entorno digital, como víctimas y 
autores de ciberdelitos, así como su influencia en su desarrollo educativo, psicológico, 
social y afectivo-sexual, teniendo en cuenta el impacto de la inteligencia artificial.

9.  Desarrollar programas educativos y campañas de concienciación dirigidas a 
padres, tutores y menores sobre los riesgos de internet y el uso responsable de las 
tecnologías digitales.
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10.  Participar activamente en iniciativas internacionales como el Laboratorio para la 
Protección de Menores en Internet y colaborar con otros países y organizaciones para 
intercambiar conocimientos y buenas prácticas en la protección de menores en línea.

11.  Aprobar un nuevo Código de Conducta de todos los contenidos audiovisuales no 
sólo televisivos, sino de las plataformas en línea.

12.  Impulsar la lucha contra los delitos contra menores en el entorno digital, con la 
dotación de más medios a las fiscalías de criminalidad informática, de la Brigada Central 
de Investigación Tecnológica de la Policía Nacional, el Grupo de Delitos Telemáticos de la 
Guardia Civil, así como la especialización de los abogados y la puesta en marcha de un 
servicio de información y acompañamiento.

13.  Impulsar, de acuerdo con el sector, la creación de organismos de autorregulación 
y mecanismos de resolución extrajudicial de conflictos, así como la firma de convenios de 
corregulación con la autoridad de control.

14.  Invertir en investigación y desarrollo de nuevas tecnologías de protección infantil, 
como inteligencia artificial especializada en la detección de contenido peligroso o 
inapropiado.

15.  Publicar informes periódicos sobre los esfuerzos y medidas adoptadas para 
proteger a los menores en sus plataformas, promoviendo así la transparencia y la rendición 
de cuentas.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 22 de marzo de  2024.—Noelia Núñez 
González y Mario Cortés Carballo, Diputados.—Miguel Tellado Filgueira, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

162/000180

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto presenta, y en su representación su Portavoz Adjunta, 
doña lone Belarra Urteaga, miembro de Podemos, al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 193 y siguientes del vigente Reglamento del Congreso de los Diputados, la 
presente Proposición no de Ley en defensa de la enseñanza de todas las lenguas oficiales 
del Estado para su debate y aprobación en el Pleno de la Cámara.

Exposición de motivos

La Constitución Española, ya en su preámbulo, proclama la voluntad de proteger las 
lenguas de «todos los españoles y pueblos de España» y en su artículo 3, además de 
reconocer que serán oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de acuerdo con 
sus Estatutos de Autonomía, establece que serán objeto «de especial respeto y 
protección».

La aprobación posterior de los Estatutos de Autonomía estableció definitivamente la 
oficialidad de las demás lenguas del Estado en sus respectivos territorios junto al castellano 
y el reconocimiento del derecho a su uso y aprendizaje. Como consecuencia hoy, más de 
cuarenta años después de la aprobación de la Constitución, el uso de todas las lenguas 
oficiales es normal y general no solo en la sociedad, sino también en los centros educativos.

El Tribunal Constitucional, en diversas resoluciones, ha señalado que la Constitución 
de 1978 reconoce la realidad plurilingüe y ve en ella un valor cultural no solo asumible, 
sino también digno de ser promovido. El Alto Tribunal también ha recordado que la 
regulación del régimen lingüístico incide sobre materias de considerable importancia, 
simbólica y afectiva, en la estructuración autonómica del Estado.

El Real Decreto 1027/1993, de 25 de junio («Boletín Oficial del Estado» de 6 de agosto), 
por el que se regula la acción educativa en el exterior, establece el marco normativo al que 
deben ajustarse los programas específicos para ciudadanos españoles en el exterior.
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